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La corrupción se define como el ‘‘abuso 
del servicio público para el goce perso-

nal”.2 Diferentes estudios demuestran que 
la corrupción tiene consecuencias dañinas 
en los ámbitos social, económico, político 
e, incluso, en el ambiental. Según el Foro 
Económico mundial (2019),3 la corrupción, 
el soborno, el robo y la evasión fiscal, y otros 
flujos financieros ilícitos cuestan a los paí-
ses en desarrollo $1.26 billones por año. 
Eso es aproximadamente el tamaño combi-
nado de las economías de Suiza, Sudáfrica y 
Bélgica, y el dinero suficiente para levantar 
a los 1,400 millones de personas que ganan 
menos de $1.25 por día por encima del um-
bral de pobreza y mantenerlas allí durante al 
menos seis años.

El estatus de corrupción y
su efecto económico

El Salvador, con una puntuación de 34/100, 
se encuentra en la posición 113 de 180 en 
el índice de percepción de corrupción del 
organismo Transparencia Internacional,4 
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1 Documento para discusión. Autor, Juan Pablo López, Investigador, Centro Latinoamericano para la Competitividad y el Desarrollo Sostenible 
(CLACDS) de INCAE; Co-Autor, Octavio Martínez, Director, Centro Latinoamericano para la Competitividad y el Desarrollo Sostenible (CLACDS) y 
Profesor de Estrategia de Negocios, INCAE Business School. Este trabajo busca estimular la reflexión sobre marcos conceptuales novedosos, posibles 
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Centro Latinoamericano de Competitividad y Desarrollo Sostenible del INCAE de una incorrecta interpretación de su contenido, ni de buenas o malas 
prácticas administrativas, gerenciales o de gestión pública. El objetivo ulterior es elevar el nivel de discusión y análisis sobre la competitividad y el 
desarrollo sostenibles en la región centroamericana. El contenido es responsabilidad, bajo los términos de lo anterior, de CLACDS y no necesariamente 
de los socios contribuyentes del proyecto. Octubre, 2020.
2  Banco Mundial, 1997
3  https://www.weforum.org/ agenda/2019/12/corruption-global-problem-statistics-cost/
4  https://www.transparency.org/country/HND
5 https://icefi.org/sites/default/files/resumen_ejecutivo_la_corrupcion_sus_caminos_e_impacto_en_la_sociedad_y_una_agenda_para_enfrentarla_en_
el_triangulo_norte_centroamericano.pdf

posición que se ha mantenido relativamen-
te estancada desde el 2012. Los desafíos 
relacionados con la corrupción en el país 
son el resultado del nepotismo y el cliente-
lismo generalizado, las actividades arraiga-
das del crimen organizado y la corrupción 
política. En esa coyuntura, la corrupción 
toma muchas formas (por ejemplo, soborno, 
favoritismo e influencia indebida) y afecta 
a muchos sectores e instituciones del país, 
como la administración pública y el sector 
educativo.

En este sentido, el Instituto Centroameri-
cano de Estudios Fiscales (ICEFI)5 presen-
ta un ejercicio técnico cuantitativo, cuya 
intención es proveer un insumo indicativo 
que ayude a ilustrar la magnitud de la co-
rrupción en ese país, pero, sobre todo, que 
ofrezca una aproximación a sus costos eco-
nómicos y sociales. El ICEFI calcula que los 
casos emblemáticos de corrupción anali-
zados ascendieron a US $550.9 millones, 
equivalentes al 2.1% del PIB de 2015.

En términos de pérdidas sociales, el ICE-
FI estima que con los recursos que se dejó 
de percibir por los casos emblemáticos de 
corrupción analizados, en 2015 se hubiese 
podido fortalecer a la Fiscalía General de la 
República con un incremento de su presu-
puesto cercano al 661%. Para el caso de 
las instituciones del ramo de justicia y segu-
ridad, este aumento presupuestario hubiera 
sido del 125%; para las instituciones del 
ramo de salud, del 94%, y las del ramo de 
educación, del 60%.
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¿Y qué piensan los
salvadoreños sobre
el tema de corrupción
y democracia?

Fuente: Latinobarómetro, 2018/2019.

En El Salvador el 
apoyo a la democra-

cia disminuyó de

35% a 28%
del 2017 al 2018

54% de la población le da lo mismo,
un régimen democrático que uno

no democrático

76% afirma que siempre que se solucionen 
los problemas del país, se puede pagar el 

precio de cierto grado de corrupción

69% afirma que cuando se sabe de algo 
corrupto es mejor quedarse callado

86% piensa que se gobierna para unos 
cuantos grupos poderosos en su propio 
beneficio

La aprobación del gobierno pasó
de un 51% en el 2008 a un
22% en el 2018

76% afirma que si no denuncia un acto de 
corrupción del cual tenga conocimiento se 
transforma en cómplice

86% 54%

69%

76%76%

51% al
22%
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Jornada sobre Corrupción y
Desarrollo Económico

La Fundación Internacional de Seattle (SIF) 
se alió por segundo año consecutivo con el 
Centro Latinoamericano para la Competiti-
vidad y el Desarrollo Sostenible (CLACDS) 
del INCAE Business School para fomentar 
espacios en los que se aborde la ética y la 
transparencia en la región centroamericana. 
En esta ocasión, SIF y CLACDS/INCAE reali-
zaron una Jornada sobre corrupción y desa-
rrollo económico San Salvador a principios 
de diciembre del 2019. A lo largo del día 
se discutió junto con expertos e invitados de 
diferentes institutos nacionales las causas 
y las consecuencias de la corrupción en el 
desarrollo económico y el progreso social. 
Los resultados de El Salvador fueron los si-
guientes:

Causas de la corrupción en
El Salvador:

Como resultado del taller se identificaron de 
manera consensuada las siguientes cinco 
causas:

•	 Institucionalidad débil: En algunas 
evaluaciones del Mecanismo de Se-
guimiento de la Implementación de la 
Convención Interamericana contra la 
Corrupción (Mesicic) se ha señalado 
que algunos de los institutos nacio-
nales tienen ciertas limitaciones prin-
cipalmente en el ámbito de cobertura 
territorial (focalización de la presencia 
en la ciudad capital y, escasamente, 
en el ámbito municipal); en la falta 
de capacitación permanente y espe-
cializada en materia presupuestaria; y 
en la escasez de capital humano para 
el cumplimiento de sus atribuciones. 
Otro aspecto citado, se refiere a la falta 
de coordinación entre entidades que 
deben desarrollar operaciones o accio-
nes conjuntas para la detección, inves-

tigación, persecución y sanción de los 
actos de corrupción.�
�

•	 Falta de idoneidad de funcionarios: 
Otro aspecto citado, que corresponde 
al ámbito general de la conducción es-
tratégica de las fiscalías, se refiere a 
los peligros y vulnerabilidad en la se-
lección de las altas autoridades, dado 
el procedimiento que se lleva para defi-
nir candidatos y designarlos. Este cam-
bio de autoridades puede representar 
un freno en la dinámica de la perse-
cución penal de delitos de corrupción. 
Se puede deber también a la falta de 
aplicación de mecanismos para que los 
procesos de elección de las altas auto-
ridades de las instituciones del sector 
atiendan méritos y perfiles profesiona-
les de acuerdo con estándares interna-
cionales.�
�

•	 Impunidad: esta ha sido una muy im-
portante causa que ha sido producto 
del contexto histórico y de condiciones 
estructurales, económicas, políticas, 
culturales y sociales que la han favo-
recido. Sin embargo, lo importante es 
que, como respuesta a las demandas 
sociales de los últimos años, y un ma-
yor acceso a información pública, las 
respuestas institucionales para en-
frentar la impunidad han comenzado 
a visualizarse con mayor claridad y se 
dirigen a intentar cambios estructura-
les en toda la cadena del sistema de 
justicia.�
�

•	 Falta de formación ética y moral: otra 
causa mencionada es la conducta 
deshonesta del actor público. Si el 
individuo ya ha decidido cometer un 
acto corrupto, planeará la manera de 
evadir las normas y los mecanismos 
de control. En todo caso está en él la 
decisión de actuar o frenarse. La ética 
de la función pública es la ciencia del 
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buen comportamiento en el servicio a 
la ciudadanía.Es además un importan-
te mecanismo de control de la arbitra-
riedad en el uso del poder público, un 
factor vital para la creación y el man-
tenimiento de la confianza en la admi-
nistración y sus instituciones. La ética 
es un factor clave para elevar la calidad 
de la administración pública mediante 
la conducta honesta, eficiente, objetiva 
e íntegra de los funcionarios en la ges-
tión de los asuntos públicos.�
�

•	 Discrecionalidad: por último, se cita 
como causa de la corrupción la discre-
cionalidad de los funcionarios públicos 
en la adopción de decisiones. La posi-
bilidad de llevar a cabo la violación de 
un deber será mayor cuanto más pre-
valezca el poder de discrecionalidad de 
la autoridad tomadora de decisiones, 
puesto que ello aumenta las opciones 
de ganancias extra, especialmente si 
nos remitimos al ámbito estatal. 
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Figura 1. Resultados del Taller durante la Jornada sobre corrupción y
desarrollo económico en El Salvador, incluyendo las principales causas y 
posibles estrategias para mitigar la corrupción

Fuente: elaboración propia, 2020.

•	Fortalecimiento de 
institucionalidad por 
medio de mejora de 
leyes ya existentes 
adecuadas a la rea-
lidad y dando fuerza 
de ejecución a los 
entes reguladores 

•	Mejorar las leyes que 
rigen a los cuerpos 
contralores con 
énfasis en sus potes-
tades y estructura 

•	Incrementar la 
formación de los 
servidores  

•	Comprometer al país 
con estándares de 
fortaleza institucio-
nal (OCDE)

•	Fortalecer organi-
zaciones judiciales 
(jueces en instan-
cias) para evitar 
impunidad. Dar 
seguridad al poder 
judicial que puede 
dar sentencias sin 
repercusiones 

•	Mejorar mecanismos 
de selección de 
funcionarios  

•	Aprobación de ley de 
función pública  

•	Establecer procesos 
públicos, auditables 
y más rigurosos 
para la elección 
de funcionarios en 
puestos claves o de 
ejecución 

•	Creación de progra-
mas permanentes y 
obligatorios de for-
mación a servidores 

•	Formación ciuda-
dana en gestión 
pública y derechos 
ciudadanos 

•	 Transparentar 
los procesos de 
selección

•	Transparentar los 
procesos sancionato-
rios de los servidores 
públicos 

•	Depuración judicial y 
policial 

•	Capacitar ade-
cuadamente a los 
aplicadores de la ley 

•	Incrementar san-
ciones por prácticas 
corruptas 

•	Visibilizar o 
transparentar 
juicios y procesos 
disciplinarios  

•	Obligar a la 
rendición de cuentas 
a los organismos 
judiciales 

•	Fortalecer la 
denuncia 

•	Generar casos ejem-
plares de sanción, 
especialmente en 
órganos de justicia, 
control y transpa-
rencia

•	Implementar planes 
de desarrollo a largo 
plazo donde se forme 
en ética y moral a los 
ciudadanos – desde 
la primera infancia 
hasta la Universidad 

•	Hacer campañas 
de concientización 
ciudadana de los 
efectos negativos 
y de crecimiento 
económico que tiene 
la corrupción 

•	Programas de 
formación ciudadana 
en transparencia e 
integridad 

•	Sistematizar la 
formación en ética y 
moral en el sistema 
educativo nacional 

•	Incorporar progra-
mas de diálogo y 
construcción de 
valores colectivos en 
todos los niveles de 
educación 

•	Refundar el Tribunal 
de ética guberna-
mental

•	Vigilar que los fun-
cionarios públicos en 
sus actuaciones se 
enmarquen en sus 
atribuciones legales 

•	Fortalecer el mérito 
en las organiza-
ciones 

•	Castigar los excesos 
de discrecionalidad 

•	Generar tramitología 
simplificada y 
procesos semiauto-
máticos apoyados en 
tecnologías 

•	Educar en 
democracia, estado y 
derechos 

•	Aumentar las 
contralorías sociales 
a las decisiones 
públicas

Institucionalidad débil
Falta de idoneidad de 

los funcionarios
Impunidad

exitosa
Falta de formación 

ética y moral
Excesiva

discrecionalidad
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Principales estrategias para mitigar los
problemas relacionados a la corrupción:

Tomando en cuenta el resultado de la discu-
sión sobre cuáles eran las principales cau-
sas de corrupción en El Salvador, se discutió 
con el panel de expertos nacionales, cuáles 
serían las estrategias más relevantes para 
afrontar la corrupción en una manera efecti-
va y se llegaron a las siguientes propuestas:

•	 Simplificación y digitalización de trá-
mites: Los trámites digitales se de-
moran 74% menos que trámites pre-
senciales, cuestan mucho menos, y 
reducen la incidencia de corrupción. 
De acuerdo con un estudio del BID 
(2018), los costos de los trámites son 
más altos para las personas de bajos 
ingresos, ya que tienen menos flexibi-
lidad laboral y pierden ingresos cuan-
do tienen que pasar horas en fila para 
ejecutar un trámite. Dentro de las op-
ciones se podría pensar en la creación 
de ventanillas únicas para facilitar trá-
mites, así como tener licitaciones en 
línea para la transparencia de compras 
de gobierno.�  

•	 Fortalecer los organismos de control 
gubernamental, privado y social: Nin-
guna institución o sector puede luchar 
contra la corrupción por sí solo. En 
consecuencia, una estrategia fructífe-
ra contra la corrupción debería incluir 
a todas las instituciones que partici-
pan en la lucha contra la corrupción, 
incluidas las entidades fiscalizadoras 
superiores, los ministerios públicos, 
la policía, las instituciones de super-
visión financiera, la administración 
pública y el sector privado, así como 
la sociedad civil. Algunos ejemplos de 
medidas que se podrían tomar serían: 
la creación de un Observatorio ciuda-
dano de procedimientos de corrupción 
el cual de seguimiento de los mismos; 
fortalecer la contraloría social a las de-

cisiones públicas y fortalecer la denun-
cia y protección de denunciantes.�  

•	 Aprobación de una buena Ley de la 
Función pública bajo estándares in-
ternacionales: se cree pertinente la 
aprobación de una ley de función pú-
blica en todo el estado, la cual incluya 
normas de conducta para el correcto, 
honorable y adecuado cumplimiento 
de las funciones públicas. Estas nor-
mas deberán estar orientadas a preve-
nir conflictos de intereses y asegurar 
la preservación y el uso adecuado de 
los recursos asignados a los funciona-
rios públicos en el desempeño de sus 
funciones. Establecerán también las 
medidas y sistemas que exijan a los 
funcionarios públicos informar a las 
autoridades competentes sobre los ac-
tos de corrupción en la función pública 
de los que tengan conocimiento. Tales 
medidas ayudarán a preservar la con-
fianza en la integridad de los funcio-
narios públicos y en la gestión pública. 

•	 Mejorar mecanismos de selección de 
funcionarios públicos (meritocracia y 
transparencia): establecer nuevos me-
canismos transparentes donde se de 
puntuación de acuerdo con cuadros 
o tablas de cumplimientos de reque-
rimientos mínimos para la aplicación 
de los diferentes puestos en la función 
pública. Además, generar instrumen-
tos que permitan calificar la capacidad 
técnica moral y ética de las personas 
en los procesos de contratación.�  

•	 Creación de programas de formación 
a servicios públicos permanentes y 
obligatorios: una política de integridad 
institucional en el ámbito público debe 
encuadrar necesariamente al empleo 
público, por lo cual se establece la 
obligación a las entidades del sector 
público de incorporar en todos los pro-
gramas de recibimiento que impartan 
para el personal de nuevo ingreso se-
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siones específicas dedicadas a la Éti-
ca Pública e Integridad Institucional, 
añadiendo que esos programas serían 
de asistencia obligatoria y se acredi-
tará su aprovechamiento, interioriza-
ción y transferencia de conocimiento. 
Además, se prevé expresamente que 
también se introducirán tales materias 
en los programas anuales de formación 
continua, así como un mejoramiento 
continuo en los temas pertinentes a 
sus labores específicas.�  

•	 Implementar programas de formación 
y diálogo sobre ética y moral en todos 
los niveles educativos: se toma como 
base que la falta de valores propicia 
la corrupción, por lo cual se propone 
reformar el sistema nacional de edu-
cación considerando como base la 
erradicación de prácticas corruptas 
y la elevación de valores ciudadanos. 
Dentro de las posibles estrategias se 
propone: implementar planes de desa-
rrollo a largo plazo donde se forme en 
ética y moral a los ciudadanos desde la 
primera infancia hasta la Universidad, 
incorporando programas de diálogo y 
construcción de valores colectivos en 
todos los niveles de educación. Ade-
más, se propone hacer campañas de 
concientización ciudadana sobre los 
efectos negativos que tiene la corrup-
ción en el progreso social y sus costos 
que afectan el crecimiento económico. 
�

•	 Implementar sistemas de gestión an-
ticorrupción de clase mundial: ISO 
37001: 2016: las organizaciones tie-
nen la responsabilidad de contribuir 
proactivamente en la lucha contra el 
soborno. La norma ISO 37001 está 
diseñada para ser utilizada por todo 
tipo de organizaciones independiente-
mente de su tamaño, tanto en el sector 
público, privado o sin fines de lucro. 
Es un instrumento flexible que puede 
adaptarse en función de la naturale-
za de la organización y del riesgo de 

soborno al que se enfrenta. Puede ser 
utilizada en cualquier país, ya que está 
diseñada para ayudar al cumplimien-
to por parte de la organización, tanto 
con las buenas prácticas internacio-
nales como con los requisitos legales 
anti-soborno en todos los países en los 
que desempeñe su actividad la organi-
zación.�  

•	 Transparentar y visibilizar procesos 
sancionatorios de actores públicos 
y privados: parte de la cultura de la 
corrupción se debe a la impunidad y 
la percepción de las personas sobre 
la impunidad de actores claves en el 
sector público y privado lo cual nor-
maliza la corrupción. Se propone que 
se deben generar casos ejemplares de 
sanción, especialmente en órganos de 
justicia, control y transparencia. No 
solo visibilizar más las sanciones como 
medida de parar la normalización de 
la corrupción, sino que además trans-
parentar los procesos y toma de deci-
siones en estos casos para evitar algún 
tipo de corrupción en estas decisiones. 


